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CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCION PRIMERA

Consejera ponente: MARIA CLAUDIA ROJAS LASSO

Bogotá, D.C., veintiséis (26) de abril de dos mil trece (2013) 
Expediente: 05001233100019970009001
Actoras: CPL Propiedad Raíz y Cía Ltda. y UTE Propiedad Raíz y CIA Ltda. 
Demandado: Autoridades Departamentales
Se deciden los recursos de apelación interpuestos por la Corporación Autónoma Regional de las Cuencas de los Ríos Negro y Nare –CORNARE- y CLP Propiedad Raíz y Cía Ltda., contra la sentencia de 7 de diciembre de 2006 proferida por el Tribunal Administrativo de Antioquia, mediante la cual declaró probada la excepción de falta de legitimación en la causa por activa de UTE Propiedad Raíz y Cía Ltda.; declaró la nulidad parcial de las Resoluciones N° 6774 de noviembre 28 de 1995 y 601 de febrero 15 de 1996 proferidas por CORNARE, así como la nulidad parcial de la Resolución N° 956 de septiembre 2 de 1996 proferida por el Ministerio del Medio Ambiente; condenó a CORNARE a devolver a la sociedad CPL Propiedad Raíz y Cía Ltda. el valor de la multa impuesta por dicha entidad en caso de que hubiera sido cancelada, debidamente indexada.
I. ANTECEDENTES

1. LA DEMANDA

En ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho tipificada en el artículo 85 del C.C.A., a través de apoderado judicial solicitan las sociedades demandantes, que se declaren las siguientes:

1.1. Pretensiones:
- Nulidad de la Resolución N° 6774 de noviembre 28 de 1995,  mediante la cual se niega una licencia y se impone una sanción; Resolución N° 601 de febrero 15 de 1996, por medio de la cual se resuelve un recurso de Reposición, ambas resoluciones proferidas por CORNARE, así como la nulidad de la Resolución N° 956 de septiembre 2 de 1996, por la cual se resuelve un recurso de Apelación expedida por el Ministerio del Medio Ambiente.
-Como consecuencia de las nulidades anteriores, declarar que CPL Propiedad Raíz y Cía Ltda. no está obligada a cancelar a CORNARE una multa de 220 smmlv.

-Declarar que el proyecto Conjunto Residencial San Sebastián de la Castellana puede ser desarrollado por las sociedades demandantes, sin el requisito de la licencia ambiental en aplicación de la transición establecida en el artículo 38 del Decreto 1753 de 1994.

-Condenar solidariamente a CORNARE y al Ministerio del Medio Ambiente al pago por los daños y perjuicios ocasionados por la ilegalidad de los actos demandados  que el apoderado de las actoras estima en la suma de ($1.218.252.980,oo) para la época de la presentación de la demanda en el año 1997. Solicita el ajuste al valor de las condenas según el artículo 178 del CCA. 
1.2. Hechos: 
De acuerdo con el extenso escrito de la demanda
, los hechos reseñados por el apoderado judicial de la parte actora, se pueden resumir en los siguientes:
En el año 1993 y principios de 1994 se asociaron los señores Gerardo Posada Cadavid, Jorge Ignacio Campuzano Restrepo y Mario Iván Freddy López Cadena, con el fin de realizar un proyecto de parcelación campestre en el Municipio de El Retiro Antioquia denominado Conjunto Residencial Campestre San Sebastián de la Castellana, proyecto que inició actividades antes del 3 de agosto de 1994, según prueba que da cuenta tanto del inicio físico de las obras, como de las gestiones ante CORNARE.

Es así como menciona que en febrero de 1994, se instalaron redes eléctricas de teléfonos y alumbrado; en marzo del mismo año se iniciaron obras de afirmado de carretera y se suscribieron contratos con sociedades asfaltadoras y de diseño de casas para la parcelación y que en el mes de mayo de 1994, se suscribió contrato de afirmado de vía. 

Afirma que se efectuaron gestiones ante CORNARE desde el mes de marzo de 1994, como consta en el testimonio del señor Oscar Giraldo Jiménez quien lo  confirma y que en el mes de mayo de 1994, INGEAMBIENTE LTDA contrató para el proyecto San Sebastián de la Castellana el estudio de impacto ambiental y que el 30 de julio del mismo año, el Alcalde del municipio de El Retiro y su Jefe de Planeación suscribieron el Acta N° 3 en la que dieron la aprobación al proyecto, por adaptarse a los usos del suelo. Destaca que el 3 de agosto de 1994, se radicó ante CORNARE solicitud de factibilidad ambiental.
Menciona el apoderado judicial que la adquisición de los terrenos donde ya se estaba haciendo la parcelación para el proyecto se hizo mediante las siguientes escrituras públicas: 467 y 469 de febrero 15 de 1995 y 560 de febrero 22 de 1995, registradas ante la Notaría Primera de Envigado y las escrituras públicas N° 5.176 y 5177 de diciembre 30 de 1994 ante la Notaría Tercera de Envigado.
Sostiene que CPL Propiedad Raíz y Cía Ltda. el día 17 de noviembre de 1994 se constituyó mediante escritura pública N° 4.546 de la Notaría Tercera de Medellín, en la que figuran como dueños del proyecto los señores Gerardo Posada, Jorge Ignacio Campuzano y Mario Iván López. Que a su vez la sociedad UTE Propiedad Raíz y Cía Ltda. se constituyó mediante escritura pública 149 el 25 de enero de 1995 de la Notaría Tercera de Medellín, por parte de las esposas de los socios Posada, Campuzano y López, como sociedad dueña y responsable también del proyecto de parcelación.

Otro hecho que destaca la parte actora consiste en que, debido a que funcionarios de CORNARE le informaron a Gerardo Posada que la parcelación requería licencia ambiental, éste presentó la solicitud de factibilidad ambiental el día 3 de agosto de 1994 y que el 8 del mismo mes y año, CORNARE resolvió darle trámite de licencia ambiental a la solicitud de factibilidad radicada el 3 de agosto.
Informa que el 16 de diciembre de 1994, el municipio de El Retiro concedió licencia provisional de construcción para el proyecto San Sebastián de la Castellana y que el mismo día, dio el visto bueno para las vías y autorizó 71 lotes mayores de 5.000 mt2 cada uno. Así mismo, que con ocasión de la iniciación del trámite de licencia ordenada por CORNARE, esta entidad el 30 de septiembre de 1994 realizó visita al predio, constatando que con antelación se habían iniciado obras en el proyecto por lo que se estaba infringiendo la ley, según los informes técnicos 3432 de octubre 13 de 1994 y 4187 de mayo 15 de 1995.

Relata el apoderado de la parte demandante que en el mes de octubre de 1995, CPL Propiedad Raíz y Cía Ltda. presentó descargos ante CORNARE y sostuvo: i) que las densidades fueron aprobadas por el Municipio de El Retiro y por el estatuto de usos del suelo según el Acuerdo 019/91 de CORNARE; ii) que el proyecto no requería de licencia ambiental y iii) que CPL no hizo aprovechamientos forestales sin permiso. Que Mediante Resolución 0373 de noviembre 15 de 1995 el Municipio de El Retiro, concedió permiso para anunciar y desarrollar la actividad de enajenación de inmuebles en el proyecto San Sebastián de la Castellana.
Relata que el día 28 de noviembre de 1995, CORNARE expidió la Resolución 6774 mediante la cual, además de negar la licencia ambiental al proyecto de parcelación, impuso una sanción pecuniaria a CPL Propiedad Raíz y Cía Ltda, decisión que fue objeto de reposición y que mediante Resolución 601 de febrero 15 de 1996, CORNARE modificó el artículo 5° de la Resolución 6774, concediendo la apelación ante el Ministerio del Medio Ambiente, entidad que expidió el día 2 de septiembre de 1996 la Resolución 956, mediante la cual confirmó la Resolución 6774 de noviembre 28 de 1995; sin embargo, no se pronunció sobre la apelación de la sanción pecuniaria aduciendo que ésta no admitía recurso.
1.3. Normas violadas y concepto de la violación.

El apoderado judicial de la parte actora afirma que resultan violados por la exigencia de la licencia ambiental a pesar de que no lo es, los artículos 1 y 38 del Decreto 1753 de 1994. Considera que debido a la negativa de la apelación de la sanción pecuniaria, resultaron desconocidos los siguientes artículos de la Ley 99 de 1993: el parágrafo del artículo 4°; el ordinal 36 del artículo 5°; artículo 23 parcial; ordinal 10 del artículo 29; el artículo 30, los ordinales 2° y 15 del artículo 31, así como el parágrafo 3° del artículo 85. 

Del mismo modo considera violentadas otras disposiciones legales como el artículo 18 de la ley 23 de 1973, porque no hubo prueba técnica que acreditara la tala de árboles y los artículos 202 y 204 del Decreto 1594 de 1984, al no existir verificación de la explotación forestal efectuada por la actora. Debido a la desproporcionalidad de la sanción pecuniaria impuesta a la sociedad constructora, se transgredió el artículo 36 del CCA y el 241 del Decreto 1541 de 1978, ya que no existe prueba acerca del impacto grave producido por la actividad desplegada por la constructora. Del mismo modo considera desconocidos los artículos 4° y 313-7 de la Constitución Política.
El primer cargo en que se fundamenta la demanda consiste en la violación de los derechos de audiencia y defensa, por ende del artículo 205 del Decreto 1594 de 1984, al no presentarle pliego de cargos a la demandante.
A juicio del apoderado de la actora, no existe providencia alguna expedida por CORNARE en la cual le fueran formulados cargos precisos de infracción a las normas ambientales, por lo que se violó el artículo 205 del Decreto 1594 de 1984 resultando desconocido el derecho de audiencia y defensa de la sociedad que representa, como quiera que el pliego de cargos es un documento formal y fundamental para el inicio del proceso sancionatorio.
Otra manifestación de la violación del derecho de defensa de la actora consiste en que el Ministerio del Medio Ambiente, negó este derecho al abstenerse de pronunciarse sobre el recurso de apelación con ocasión de la sanción impartida por CORNARE, desconociendo los artículos 29 y 31 de la Constitución Política que consagran el derecho al debido proceso y a la doble instancia respectivamente. La violación del derecho de audiencia consiste en que se desconoció la superioridad jerárquica ambiental del Ministerio del Medio Ambiente sobre las CAR y la posibilidad de presentar recursos de apelación frente a las sanciones proferidas.
Esgrime el actor que las resoluciones demandadas se fundaron en informes de los cuales no se dio traslado a la parte actora, pues el proceso sancionatorio según se desprende del considerando 7° de la Resolución 6774 de 1995, se fundamentó en la realización de actividades tales como: parcelación en densidades contrarias a la normatividad vigente, construcción de vías de acceso; explotación de material pétreo en una cantera; construcción de obra hidráulica; tala de árboles y explotación forestal y alteración en los usos del suelo. Resalta que los descargos efectuados por el Gerente del Proyecto se hicieron después del traslado de los informes técnicos 3432 de octubre 13 de 1994 y 4187 de mayo 15 de 1995, por lo que era exclusivamente con base en estos informes técnicos que se podía imponer la sanción.

El segundo cargo de la demanda consiste en la infracción de las normas en que deberían fundarse los actos acusados:
Afirma el apoderado de la demandante que resultan violados por las resoluciones demandadas los artículos 1° y 38 del Decreto Reglamentario 1753 de 1994, por cuanto desconoció CORNARE la definición de proyecto, obra o actividad que incluye la etapa de planeación según el artículo 1°, así como el régimen de transición hacia la nueva normatividad ambiental adoptada en el 38 del decreto citado. Es enfático en señalar que la sociedad que representa, inició actividades antes de la expedición del Decreto 1753 en agosto 3 de 1994 y que el proyecto al haber cumplido la etapa de planeación por encontrarse ya en la de ejecución, no requería de licencia ambiental para su desarrollo.
También considera que los actos acusados desconocieron normas en que debían fundamentarse de la Ley 99 de 1993 y del Decreto 1594 de 1984, por cuanto el parágrafo 3° del artículo 85 de la Ley 99 determina que el procedimiento previsto para la imposición de sanciones es el señalado en el Decreto 1594 de 1984, motivo por el cual no cabe duda alguna que en materia ambiental, toda sanción es objeto del recurso de apelación. A su vez el artículo 214 del Decreto 1594 establece que contra toda providencia que imponga una sanción, proceden los recursos de reposición y apelación. Recuerda además que en materia ambiental existe un orden jerárquico y  que le corresponde al Ministerio del Medio Ambiente absolver las apelaciones interpuestas contra las sanciones proferidas por la CAR.

Menciona que los artículos 23, 29-10, 30, 31-2 y 15, y el 36-5 de la Ley 99 de 1993 desconocidos por los actos demandados, demuestran que la pretendida autonomía de las corporaciones autónomas regionales no es total y que por el contrario están subordinadas al Ministerio del Medio Ambiente como su superior jerárquico, por lo cual se concluye que le correspondía a esta entidad absolver el recurso de apelación ante él interpuesto en lo que concierne a la sanción pecuniaria impartida a CPL Propiedad Raíz y Cía Ltda.
De otra parte considera la demandante que se transgredió el artículo 4° y el numeral 7° del artículo 313 de la Constitución Política, por cuanto es clara la competencia de los concejos municipales para reglamentar los usos del suelo sin ninguna sujeción más que a la Constitución, motivo por el cual no era aplicable el Acuerdo 019 de 2 de mayo de 1991 proferido por CORNARE que hace referencia a las densidades en el uso del suelo. 
De otra parte, dice que resultaron infringidos los artículos 18 de la Ley 23 de 1973 y los artículos 202 y 204 del Decreto 1594 de 1984, por cuanto en la actuación administrativa no existió la prueba técnica de que la parte actora estuviera haciendo explotación forestal, pues es bien sabido que las normas ambientales exigen para la imposición de sanciones el agotamiento previo de un procedimiento en el cual debe probarse técnicamente la infracción en que se incurrió y la determinación de la norma ambiental violada, lo cual no aconteció.
Así mismo es evidente a juicio del apoderado de la accionante, el desconocimiento del artículo 36 del CCA al considerar que es desproporcionada la sanción impuesta a CPL Propiedad Raíz. Dice que conforme el artículo 84 de la Ley 99 de 1993, las sanciones se deben aplicar según el tipo de infracción y la gravedad de la misma y que al remitir el parágrafo 3° de esta disposición legal al procedimiento sancionatorio del Decreto 1594 de 1984, no se pueden desconocer las circunstancias agravantes y atenuantes señaladas en los artículos 210 y 211 idem.
Finalmente y dentro del mismo segundo cargo de la demanda afirma el actor  que CORNARE debió fundamentar la sanción impuesta a CPL Propiedad Raíz y Cía Ltda. alegando que las actividades desarrolladas producían un “daño grave” a los recursos naturales, con base en la definición de daño grave que señala el artículo 241 del Decreto 1541 de 1978 y no basado en un informe técnico del cual nunca se dio traslado a los poderdantes. 

Como tercer y último cargo de la demanda esgrime el apoderado de la parte actora que las resoluciones demandadas fueron falsamente motivadas:

En el considerando 7° de la Resolución 6774 de noviembre 28 de 1995, CORNARE adujo que una de las actividades desarrolladas por la constructora que requería de permiso y que infringían las normas ambientales era la “Alteración de los usos del suelo”. Califica de falsa esta motivación pues el municipio de El Retiro en el Acta interna N° 3 de fecha julio 30 de 1994 suscrita por el Alcalde y el Director de Planeación, dieron el visto bueno al proyecto por considerarlo conveniente para el desarrollo del Municipio y porque se adaptó a los usos del suelo y ubicación de esta zona. 
Aunado a lo anterior, el Municipio de El Retiro de acuerdo con el artículo 313-7 de la Carta Política, es al que le corresponde reglamentar los usos del suelo, por lo que expidió a través de su Concejo Municipal el Acuerdo 024 de 1987, donde se prueba que la densidad propuesta por el proyecto se ajusta perfectamente a lo allí determinado, de tal manera que aducir en las resoluciones atacadas que fueron alterados los usos del suelo, es motivar falsamente las mismas.

2. CONTESTACION DE LA DEMANDA. 

2.1. POR PARTE DEL MINISTERIO DEL MEDIO AMBIENTE
El Ministerio del Medio Ambiente se opuso a las pretensiones de la demanda, mediante un escrito
, en el que se refirió a la importancia del estudio de impacto ambiental, entendido como una herramienta para identificar los posibles defectos de las construcciones por vulnerar el medio ambiente. Dijo también que tal y como lo señaló la entidad en la Resolución 956 de septiembre 2 de 1996, la sociedad no realizó actividades antes de la expedición de la Ley 99 de 1993. 
Agregó que la decisión adoptada por CORNARE, obedeció a que la sociedad constructora pretendía ubicarse en el área forestal protectora-productora en la jurisdicción de los municipios de Rionegro, La Ceja y El Retiro, además de que la actora llevó a cabo diferentes actividades sin conocimiento y autorización de CORNARE.
2.2. POR PARTE DE LA CORPORACION AUTONOMA REGIONAL RIONEGRO-NARE CORNARE

Mediante escrito
, el apoderado judicial de la Corporación se opuso a las súplicas de la demanda, afirmando que la parte demandante se ha empeñado en demostrar que antes del 3 de agosto de 1994 fecha de expedición del Decreto 1753, existía todo un proyecto en curso cuando las pruebas que fueron aportadas por ella misma, evidencian que hasta el día 30 de diciembre de 1994, ninguno de los demandantes era propietario en la parcelación, ni siquiera a título de poseedores, lo cual hace difícil aceptar que se hubiera invertido más de trescientos millones de pesos, en adecuar un carreteable y diseñar y ejecutar unas redes de energía y teléfonos, en unos terrenos que no eran de propiedad de la constructora del proyecto.

Afirma que la legislación vigente para la fecha de expedición de las resoluciones demandadas, sí exigía que no se podía ejecutar el proyecto de la actora sin licencia ambiental previa, pues el Código Nacional de Recursos Naturales Renovables y de Protección al Medio Ambiente contenido en el Decreto 2811 de 1974, en los artículos 27 y 28 señalan la exigencia del estudio ecológico y ambiental previo, además de obtener licencia para la ejecución de obras que pueden deteriorar gravemente los recursos naturales.
A su turno el artículo 208 idem se refiere a que la construcción de obras dentro de las áreas de reserva forestal como en el presente caso, sí requerirán de licencia previa, teniendo de presente que en la parcelación existe un área de reserva forestal declarada por el INCORA mediante Resolución N° 33 de julio 13 de 1994. 
En cuanto al tema de la sanción impuesta, aduce que su legalidad queda más que comprobada con las gestiones que dice haber adelantado la demandante antes de agosto de 1994, pues el material probatorio aportado lo que hace es contradecirse, ya que no cabe duda que la gestión para la obtención de la licencia ambiental ha debido anteceder a cualquier actividad desarrollada por la actora.
Destaca el apoderado de la entidad ambiental demandada que la Ley 99 de 1993 en el artículo 49 hizo exigible la licencia ambiental y no estableció ningún periodo de transición ni pospuso la vigencia de este artículo, en cambio lo que sí hizo fue derogar las normas preexistentes que exigían las licencias.

En cuanto al artículo 38 del Decreto 1753 de agosto 3 de 1994 reglamentario de la Ley 99 de 1993, dice que contempla situaciones distintas  y que mal podría exigirse licencia ambiental de competencia de las CAR en aquellos lugares donde ellas ni siquiera habían sido establecidas, de allí que no se puede exigir a los particulares acudir ante una autoridad inexistente.
Menciona que la demanda está planteada como si la exoneración de licencia supusiera abolición de todo requisito ambiental, lo cual desconoce que ésta es apenas una formalidad, pero que aún de admitirse la no exigibilidad de la licencia, esta circunstancia en todo caso no relevaría del cumplimiento de las normas ambientales sustantivas, según lo dispone el inciso final del artículo 38 del Decreto 1753.

El apoderado de CORNARE se refiere a algunas actividades desarrolladas por la demandante en el proyecto San Sebastián de la Castellana tales como, movimiento de tierras (vías), extracción y transporte de madera, con el fin de confirmar las actuaciones adelantadas sin que se hubiera solicitado la autorización previa, por cuanto en el predio existía una zona de reserva forestal. 

Descarta la supuesta vulneración del artículo 313 de la Constitución Política como uno de los argumentos de la demanda, por cuanto no es posible el desarrollo del Proyecto de parcelación de la actora a la luz del Acuerdo 019 de 1991 expedido por CORNARE y que regula el uso del suelo, por exceder las normas de densificación previstas para este tipo de actividades. Sin embargo, aduce también que el Acuerdo está vigente y tiene presunción de legalidad, a pesar de haber sido demandado ante esta Corporación judicial. Es preciso anotar que el Acuerdo 019 de 1991 sirvió de fundamento legal para la expedición de la Resolución 6774-95.
El apoderado de la Corporación Autónoma demandada no comparte el argumento de los actores según el cual, el proyecto tenía aval del municipio de El Retiro y que éste resultaba suficiente por lo que no se requería de licencia ambiental expedida por CORNARE, por cuanto el Concejo Municipal, al expedir el Acuerdo 053 de diciembre 23 de 1993, acogió como normas municipales, las disposiciones del Acuerdo 019 de 1991 expedido por CORNARE. Con fundamento en lo anterior considera que los argumentos de los demandantes en favor de la primacía de las reglamentaciones municipales en lugar de obrar en su defensa, termina en autoacusación.
En cuanto a los aspectos procesales que en el sentir de la parte actora vician las resoluciones demandadas en la actuación administrativa adelantada por CORNARE, entre ellos, la falta de un “pliego de cargos” que no le fue puesto de presente a la investigada y que por lo tanto le vulneró sus derechos al debido proceso y audiencias, considera el vocero de la entidad ambiental que no se evidencia en el presente caso, por cuanto el artículo 205 del Decreto 1594 de 1984 disposición invocada como vulnerada, no tiene la formalidad o exigencia del “pliego de cargos” que le pretende dar la actora.

Es así como considera el representante de CORNARE que, ante ausencia de formalidad del artículo 205 aludido una vez recogida prueba de una infracción ambiental, lo que procede es que por vía de la notificación personal se pongan en conocimiento del infractor los cargos y se le permita conocer el expediente, tal y como aconteció con la parte actora pues obra prueba de que al gerente de CPL Propiedad Raíz, luego de ser notificado personalmente de la actuación ambiental irregular con el fin de escucharlo en desgargos, se le puso de presente el análisis de las pruebas con que se contaba, entre ellas, unas actas de visita ocular al proyecto, con fundamento en las cuales se adoptó la determinación de negar la licencia y de imponer la sanción.
De otra parte afirma que, de todos los cargos formulados en la demanda apenas se negó la tala de árboles no porque no hubiera ocurrido, sino porque según la demandante fue llevada a cabo por terceras personas con fundamento en la suscripción de un contrato el día 29 de junio de 1994. No está de acuerdo con esta excusa de la parte demandante pues, de acuerdo con los informes rendidos luego de las visitas oculares al Proyecto San Sebastián de la Castellana, no cabe duda de la tala de árboles en estos predios.
Respecto del cargo de la demanda según el cual las entidades públicas demandadas transgredieron el principio constitucional de la doble instancia por el hecho de no haber resuelto el recurso de apelación interpuesto, parte de una equivocación al entender la supuesta subordinación de las corporaciones autónomas regionales frente al Ministerio del Medio Ambiente. En segundo término, porque no se violó el artículo 214 del Decreto 1594 de 1984, ya que no se puede desconocer que la apelación no procede cuando el acto administrativo demandado es expedido por el “órgano límite”, como en este caso sucede con el Ministerio del Medio Ambiente, llamando la atención en que las CAR no son órganos adscritos ni vinculaos a este Ministerio.
El apoderado judicial de CORNARE propuso las excepciones de falta de legitimación en la causa por activa y de indebida acumulación de pretensiones. La primera, porque la sociedad UTE Propiedad Raíz y Cía Ltda. no intervino en el trámite de la licencia, no fue objeto de sanción, ni tiene derecho de propiedad alguno sobre los inmuebles del proyecto, por lo que no tiene nada qué reclamar máxime cuando no aporta ninguna prueba que la acredite como dueña y responsable del proyecto de parcelación.
La excepción de indebida acumulación de pretensiones resulta por el hecho de que existe una pluralidad de pretensiones indemnizatorias “amasijadas” en el numeral 7° de este capítulo en la demanda, en lugar de formularlas clara y separadamente como lo ordena el artículo 138 del CCA, simplemente se pide condenar solidariamente al Ministerio del Medio Ambiente y a CORNARE, “por los daños y perjuicios que de la ilegalidad de la expedición de los actos se derivaron y se pueden derivar”.

Considera también irregular que, a pesar de ser dos entidades públicas las demandadas, algunas pretensiones están dirigidas sólo en contra de una de ellas, tal es el caso del recurso de apelación que no respondió el Ministerio de Medio Ambiente. De igual manera censura que en la demanda no se discriminaron los daños y perjuicios de manera individual, por lo que no se determinó cuál fue el daño que soportó cada una de las sociedades demandantes.
3. ALEGATOS DE CONCLUSIÓN. 
Dentro del término legal, los apoderados judiciales de CORNARE y de la parte demandante, presentaron detallados escritos
 mediante los cuales reiteraron y profundizaron los argumentos esgrimidos en la demanda y en su contestación. El Ministerio del Medio Ambiente no se pronunció en esta oportunidad.
II. LA SENTENCIA APELADA

Mediante fallo de fecha 7 de diciembre de 2006 el Tribunal Administrativo de Antioquia
  adoptó las siguientes determinaciones: i) declarar probada la excepción de falta de legitimación en la causa por activa de la sociedad UTE Propiedad Raíz y Cía Ltda; ii) Declarar la nulidad parcial de las resoluciones 6774 de noviembre 28 de 1995 y 601 de febrero 15 de 1996 expedidas por CORNARE y de la resolución 956 de septiembre 2 de 1996 proferida por el Ministerio del Medio Ambiente, en cuanto a la sanción impuesta a la sociedad CPL Propiedad Raíz y Cía Ltda.; iii) condenó a CORNARE a devolver a título de restablecimiento del derecho a la sociedad CPL Propiedad Raíz y Cía Ltda, el valor de la multa impuesta de 220 smlmv en caso de que hubiera sido cancelado debidamente indexado y iv) negó las demás pretensiones de la demanda.
Declaró probada la excepción de falta de legitimación en la causa por activa, al considerar que los actos demandados son claros en involucrar única y exclusivamente a la sociedad CPL Propiedad Raíz y Cía Ltda. y en ningún momento a UTE Propiedad Raíz y Cía Ltda., por lo cual esta última es ajena jurídicamente a la controversia. En cambio no accedió a declarar la excepción de indebida acumulación de pretensiones al estimar que, dada la forma como está planteada, se relaciona directamente con el fondo de la controversia motivo por el cual no es del caso analizarla en esta etapa procesal.
En cuanto al fondo de la demanda, el Tribunal encontró probado que el 3 de agosto de 1994, la sociedad CPL Propiedad Raíz y Cía Ltda. solicitó ante CORNARE el estudio de factibilidad ambiental para la construcción del Conjunto Residencial Campestre San Sebastián de la Castellana.
La Resolución 6774 de 1995, por medio de la cual CORNARE negó la licencia ambiental del proyecto e impuso una sanción a la actora, no fue producto de una actuación iniciada de oficio por dicha entidad, sino a instancias de los interesados tal y como lo confirma la solicitud de factibilidad ambiental, por lo que considera que las conversaciones informales que pudo tener la actora con un funcionario de la Corporación no se constituye en una prueba que demuestre que el proyecto de parcelación había iniciado actividades antes del 3 de agosto de 1994.

Sin perjuicio de lo anterior y sólo en gracia de discusión considera la primera instancia que, de aceptarse que la actividad desarrollada por la actora se realizó antes de esta fecha, tendría aplicación el artículo 38 del Decreto 1753 de 1994 que exime del requisito previo de licencia ambiental. Sin embargo, consideró que esta disposición sería inaplicable al caso concreto, ya que el Gobierno en esta materia desbordó la potestad reglamentaria al suprimir “transitoriamente” sin ninguna justificación, las licencias ambientales ordenadas en la Ley 99 de 1993, en detrimento de los derechos de los administrados a gozar de un ambiente sano.
Considera que el artículo 38 del Decreto 1753 de 1994 que establece un régimen de transición debe interpretarse de manera armónica con el artículo 117 de la Ley 99 de 1993, que se ocupa de la transición de procedimientos, disposiciones normativas que evidencian que en ningún momento la legislación ambiental consagró la posibilidad de establecer a través de un decreto reglamentario, la supresión transitoria de la licencia ambiental consagrada en el artículo 49 de la mencionada Ley y, que por el contrario, estableció una vigencia inmediata de la misma.
Por lo tanto, descartó que mediante decreto reglamentario se hubiera suprimido transitoriamente la licencia ambiental, como parece entenderlo la demandante y dejó clara la exigencia de este requisito para poder desarrollar el proyecto de la sociedad demandante.
Respecto de la supuesta vulneración de los artículos 4° y 313-13 de la Constitución Política esgrimida por la demandante, apreció el a quo que CORNARE era competente para expedir el Acuerdo 019 de noviembre 2 de 1990, con el cual le dio un manejo especial e integral a una amplia zona del oriente antioqueño, se establecieron normas sobre el uso del suelo y protección del medio ambiente, independientes a las que hubiera podido establecer el municipio de El Retiro respecto de la misma zona.
En cuanto al cargo de la demanda relacionado con la violación del derecho de audiencia y de defensa por la imposición de la multa a la sociedad actora, sin que previamente se le hubiera formulado pliego de cargos según lo señalado en el artículo 205 del Decreto 1594 de 1984, considera la primera instancia que el proceso sancionatorio adelantado por CORNARE violó el debido proceso.

La anterior determinación fue adoptada con base en las pruebas allegadas al proceso, entre ellas: la presentación de los informes técnicos 03432 de septiembre 30 de 1994 y 4187 de mayo 15 de 1995 y, la expedición del Auto de fecha 18 de octubre de 1995 expedido por CORNARE en el que se citan a los socios de CPL Propiedad Raíz y Cía Ltda. para efectos de ser escuchados en audiencia de descargos, con base en las cuales fue proferida la Resolución 6774 de 28 de noviembre de 1995, objeto de demanda.

Es así como a juicio de la primera instancia, la corporación ambiental demandada inició un procedimiento sancionatorio contra las actoras, el cual se tramitó conjuntamente con la solicitud hecha para la obtención de la licencia ambiental, por lo que el proceso se inició con fundamento en unos informes técnicos, los cuales fueron puestos a consideración de las partes, con base en los cuales se impuso la sanción.

Teniendo de presente lo anteriormente expuesto, el proceso sancionatorio seguido por CORNARE, violó elementales principios del debido proceso, ya que si la entidad pretendía imponer una sanción, debía haberle informado al administrado previamente el inicio de todas las diligencias que la entidad iba a realizar, en aras de constatar los supuestos fácticos para demostrar el incumplimiento de normas legales que ameritaban la sanción, con el objeto de que en su momento  pudiera controvertir la forma en que la entidad recaudaba las pruebas en su contra, tal y como lo dispone el artículo 28 del CCA que obliga comunicar al administrado, la existencia de la actuación que se pretenda realizar, situación que no se cumplió en el presente proceso en el cual se observa que mediante un procedimiento sumario se impuso una sanción.
III. EL RECURSO DE APELACIÓN

3.1 POR PARTE DE CORNARE

El apoderado judicial de la entidad ambiental demandada presenta escrito de apelación
 en el que solicita la revocatoria de la decisión proferida por el Tribunal Administrativo de Antioquia, para en su lugar denegar las súplicas de la demanda.
Afirma que la determinación adoptada por el a quo tuvo como fundamento y asidero legal normas que no existen, pues el artículo 205 y siguientes del Decreto 1594 de 1984 invocado por los demandantes y acogido por el Tribunal como violado por los actos acusados, se refiere a los procedimientos sancionatorios que en su momento adelantaba el Ministerio de Salud, por lo cual no podía ser aplicado al caso en estudio.

Advierte que ante la carencia de norma legal que rituara el procedimiento sancionatorio ambiental, todo lo que se le debía exigir a la entidad demandada, era el respeto en primer lugar al núcleo esencial de los derechos al debido proceso y defensa en su formulación constitucional y, a la aplicación de la norma subsidiaria como es el Código Contencioso Administrativo. Por tanto, dice que CORNARE estaba obligada en primer lugar, a citar o vincular a la actuación a los interesados y en segundo término, a garantizarles el derecho de defensa en sus manifestaciones de probanza y audiencia.

Según el apoderado de la Corporación Autónoma Regional demandada, la primera instancia afirmó que el proceso sancionatorio adelantado había desconocido el artículo 28 del CCA, cuando lo que se evidencia es todo lo contrario, ya que la entidad le dio oportunidad a los investigados de ser escuchados en audiencia de descargos, con el fin de controvertir los informes técnicos 3432 de octubre 13 de 1995 y 4187 de mayo 15 de 1995. Por lo tanto, tuvieron la oportunidad los investigados de comparecer y presentar sus descargos, solicitar y aportar pruebas, todo con anterioridad al pronunciamiento de primera instancia y luego pudieron recurrir, como en efecto lo hicieron.
A juicio del apoderado judicial, el informe técnico puesto de presente a los investigados es un pliego de cargos concreto, puntual y específico, ya que en éste se afirma que “se ha controvertido la ley por iniciar obras y el aprovechamiento forestal sin autorización de CORNARE”. Dice también que se está reprochando la ejecución de obras sin la previa e indispensable licencia y el aprovechamiento forestal sin la autorización obligada.
Destaca el apoderado de CORNARE que resulta increíble que el Tribunal hubiera pasado por encima de la Resolución 6774 de 1995 objeto de demanda, sin percatarse que en su contenido se observa nítidamente las garantías procesales a los investigados y que éstos echaron de menos, pues precisamente y con base en los documentos aportados por la parte demandante, se obtiene plena prueba de que a la parte demandante se le respetó el debido proceso.
Entiende entonces que la actuación desplegada por la autoridad ambiental que representa, agotó las fases de información, citación, audiencia de descargos, periodo probatorio y término para interposición de recursos, los cuales fueron en efecto presentados ante la propia CAR y ante el Ministerio del Medio Ambiente.

Finalmente aduce que en la vía gubernativa, nada se dijo en relación con la violación al debido proceso, motivo por el cual solicita la revocatoria de la sentencia impugnada para en su lugar denegar las súplicas de la demanda.
3.2. POR PARTE DE LA SOCIEDAD DEMANDANTE
El apoderado de la sociedad CPL Propiedad Raíz y Cía Ltda. presenta recurso de apelación
, en el que solicita la revocatoria de la sentencia proferida por el a quo  en el tema que resulta desfavorable a la sociedad que representa, como quiera que la providencia impugnada no declaró la nulidad de la decisión de CORNARE de exigir licencia ambiental para el desarrollo del proyecto.
Discrepa de la afirmación de la primera instancia según la cual, el artículo 38 del Decreto 1753 de 1994 debía inaplicarse y que en consecuencia la licencia ambiental se debía exigir desde la expedición de la Ley 99 de 1993, por cuanto esta disposición normativa goza de presunción de legalidad y garantiza el principio de confianza legítima de los administrados, en el sentido de que a ellos debe exigírseles sólo y de manera taxativa lo que la norma establece: “…Tampoco requerirán licencia ambiental aquellos proyectos de competencia de las corporaciones autónomas regionales que iniciaron actividades antes de la expedición de este decreto”.
Para el apoderado de la demandante, no cabe duda sobre los siguientes aspectos procesales: que el proyecto de construcción San Sebastián de la Castellana era de competencia de CORNARE; que el Decreto 1753 de 1994 fue expedido el 3 de agosto y que la demandante desarrolló varias actividades antes de esta fecha, las cuales están soportadas en los siguientes documentos aportados al expediente:

· Contrato de obra de fecha mayo 20 de 1994 suscrito entre Gerardo Posada y William Correa.

· Cotización del 15 de marzo de 1994 de la asfaltadora para la obra de parcelación.

· Comunicación de Imán Ltda. del 14 de febrero de 1994 para diseñar y ejecutar instalaciones eléctricas de energía, teléfonos y alumbrado público.

· Contrato de prestación de servicios profesionales con el arquitecto de la obra.

· Certificación del ex funcionario de CORNARE que da cuenta de los trámites que con anterioridad al 3 de agosto de 1994 se estaban adelantando en la entidad y,

· Comunicación radicada en esta misma fecha, solicitando visita de estudio de factibilidad para la construcción de la obra.

Con fundamento en las anteriores pruebas documentales el apoderado de la actora pretende demostrar que, por lo menos las actividades de planeación sino de ejecución, sí se habían iniciado antes de la expedición del Decreto 1753 de 1994 es decir, antes del 3 de agosto. Así mismo destacó la importancia del artículo 1° ídem que define qué se entiende por proyecto, obra o actividad.
Afirma que si las actividades de planeación son parte de lo que es un proyecto, obra o actividad y que a su vez, esa etapa tiene unas actividades como son las que ya se enunciaron en precedencia, el inicio de las mismas hace que se estructure la excepción consagrada en el artículo 38 del Decreto 1753 de 1994, relativa a los proyectos de competencia de las corporaciones autónomas regionales que no requieren de licencia ambiental, como la del proyecto San Sebastián de la Castellana.
A juicio del apelante, este proyecto no estaba sometido al trámite de licencia ambiental y, por tanto, es nulo el artículo 1° de la Resolución 6774 de noviembre 28 de 1995, así como los artículos que lo confirman de las otras dos resoluciones demandadas.
Advierte que de admitirse la interpretación dada por el a quo, se incurre en violación del artículo 333 de la Constitución Política según el cual: “La actividad económica y la iniciativa privada son libres, dentro de los límites del bien común. Para su ejercicio, nadie podrá exigir permisos previos ni requisitos sin autorización de la ley”.
Finalmente además de solicitar la revocatoria del fallo en cuanto a la exigencia de la licencia ambiental, solicita el recurrente condenar a CORNARE al pago de los perjuicios ocasionados al haberse exigido un trámite que no podía haberse exigido y que terminó con la negación de la licencia ambiental, la cual reitera, no era exigible.
IV. CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO
El Agente del Ministerio Público delegado ante esta  corporación judicial, no presenta concepto.
V. ALEGATOS DE CONCLUSION EN SEGUNDA INSTANCIA
Durante esta etapa procesal, el apoderado judicial de CORNARE
 insistió en que la sanción que le fue impuesta a la sociedad demandante no estaba sometida a un procedimiento especial que por ejemplo exigiera una providencia o auto para iniciar formalmente la actuación, por lo que a falta de norma expresa se debía dar aplicación al procedimiento administrativo residual o supletorio contenido en el artículo 1° CCA tal y como lo hizo la demandada, cita un aparte de una sentencia proferida por esta corporación. Reitera que CORNARE obró con rigor extremo en la protección del debido proceso de la sociedad demandante y que contrario a como lo dijo el a quo,  la resolución demandada garantizó los derechos de defensa y audiencia para lo cual cita las determinaciones adelantas en la actuación previa a la sanción.
Por su parte, el apoderado de CPL Propiedad Raíz y cía Ltda.
 intervino para reiterar que su representada estaba sometida a la situación contemplada en el inciso 3° del artículo 38 del Decreto 1753 de 1994, es decir que no requería de licencia ambiental para desarrollar el proyecto San Sebastián de la Castellana ya que se trataba de un proyecto de competencia de las corporaciones autónomas regionales, por cuanto sí había iniciado actividades antes de la expedición del Decreto 1753 de 1994 y que sí obra prueba documental al respecto, distinto a como lo afirmó el a quo.
Afirma que la necesidad de expedir un reglamento de la Ley 99 de 1993 como lo es el Decreto 1753 de 1994 para la exigibilidad de la licencia ambiental, no es un asunto que pudiera el Tribunal Administrativo decidir por sí o ante sí con el propósito de dejar sin aplicación el contenido del artículo 38 del Decreto 1753, ya que el régimen de transición en él contemplado tenía que ocuparse de los proyectos iniciados con anterioridad a la vigencia de este decreto reglamentario.

Incluso llama la atención de que el propio artículo 38 estableció que la exoneración de licencia ambiental para los proyectos en él mencionados no obstaba para que los proyectos, obras y actividades cumplieran la normatividad ambiental vigente, excluido el requisito de obtener licencia ambiental, a parte de la posibilidad de exigirles planes de manejo, recuperación o restauración ambiental.

Finalmente se refirió el apoderado de la actora a que en gracia de discusión de estar obligada su representada a presentar licencia ambiental, los interesados sí cumplieron con los requisitos para su obtención, entre ellas, se ajustó a las densidades del uso del suelo ordenada por CORNARE; afirma que la sociedad UTE Propiedad Raíz y cía Ltda. sí tiene interés jurídico en las resultas del proceso por ser partícipe en el proyecto por lo que no debió haberse declarado la excepción de falta de legitimación en la causa por activa. 

Solicita que se mantenga la decisión del a quo, de declarar la nulidad de la sanción pecuniaria impuesta a la sociedad CPL Propiedad Raíz y cia Ltda., lo mismo que la condena a CORNARE en lo atinente a la restitución de lo pagado. Requiere que de prosperar la declaratoria de nulidad en cuanto a la negativa de conceder la licencia ambiental, se condene a la corporación ambiental al pago de las indemnizaciones correspondientes, según lo probado.

VI. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. El Acto Administrativo demandado:
El acto acusado de nulidad es del siguiente tenor literal:
“CORNARE

CORPORACION AUTONOMA REGIONAL RIONEGRO-NARE

RESOLUCION N° 6.774
Noviembre 28 de 1995

MEDIANTE LA CUAL SE NIEGA UNA LICENCIA Y SE IMPONE UNA SANCION

El Director General de la Corporación Autónoma Regional Rionegro-Nare “CORNARE”, en uso de las atribuciones legales conferidas por el Decreto 2811 de 1974; el Decreto 1541 de 1978; la Ley 99 de 1993 y 

CONSIDERANDO

Que la Sociedad CPL Propiedad Raíz y Cia Ltda. en cabeza de su Representante Legal, señor Gerardo Posada Cadavid, inició el 3 de agosto de 1994 trámite ante esta Corporación con el fin de obtener factibilidad ambiental para el proyecto ‘Conjunto Residencial Campestre San Sebastián de la Castellana’.

Que mediante auto de agosto 8 de 1994, se avocó conocimiento del asunto y ordenó dar el trámite previsto en la Ley 99 de 1993.

Que realizada la visita de inspección ocular el 8 de agosto de 1994, se presentó el informe técnico 3432 de octubre 13 de 1994, el cual establece:
-Que dicho proyecto requiere Licencia Ambiental, razón por la cual se exige la presentación del Estudio de Impacto Ambiental.

-Que el proyecto deberá redimensionarse, puesto que su densidad de construcción es superior a la establecida por el Acuerdo 019 de 1990.

La información contenida en este Informe Técnico le fue notificada al señor Posada el día 14 de octubre de 1994.
-Que la sociedad presentó el Estudio de Impacto Ambiental el 7 de febrero de 1995, y evaluada toda la información allegada por el usuario, se presentó el Informe Técnico 4744 de octubre 4 de 1995 el cual establece:

1.El proyecto se localiza en zona productora protectora, definida así por el Acuerdo 019 de 1991 (sic) es 1990 de Cornare, que constituye una zona de alta fragilidad y de importancia para el embalse la Fe, porque el terreno está ubicado en la subcuenca de la quebrada Las Palmas.
2.Que el proyecto consta de 71 lotes con áreas variables de 2.85 y 043 Ha. Densidad que viola el Acuerdo 019 de Cornare.

Que la Corporación de oficio inició investigación, porque existen pruebas manifiestas de que la Sociedad CPL Propiedad Raíz y Cía Ltda., realizó las siguientes actividades sin permiso previo:

-Parcelación en densidades contrarias a la normatividad vigente.

-Construcción de vías de acceso

-Explotación de material pétreo en una cantera

-Construcción de obra hidráulica

-Tala de árboles y explotación forestal

-Alteración en los usos del suelo

Dichas actividades fueron realizadas sin ninguna autorización por parte de la Corporación y de acuerdo con el Informe Técnico N°005030 de noviembre 28 de 1995 se establece que el impacto global generado por las actividades descritas es grave y su posibilidad de recuperación o mitigación se clasifica de media a baja.
Agrega además dicho informe que el impacto generado por la obra hidráulica no fue cuantificado ni calificado por desconocer los diseños y memorias de la obra, así como el estudio hidrológico de la fuente.

Que para dar trámite a la investigación por presunta violación de las normas ambientales, respetando el debido proceso y el derecho de defensa, se citó al señor Gerardo Posada, con el fin de ponerlo en conocimiento de los hechos y darle la oportunidad de presentar sus descargos dentro de los 5 días siguientes como en efecto se hizo, argumentando:

-Que el Acuerdo 02 (sic) 019 de noviembre 19 de 1990, no fue violado

-Que el municipio de El Retiro autorizó la parcelación

-Que el proyecto no requiere Licencia Ambiental, ni Estudio de Impacto Ambiental

-Que Cornare sabía del proyecto

-Que el proyecto tiene concesión de aguas

-Que no realizó aprovechamiento forestal, ni movilización de madera

Este Despacho considera indispensable aclarar:
Que la Constitución Política de 1991, otorgó autonomía a las entidades territoriales para ejercer sus competencias, siendo una de ellas ordenar el desarrollo del territorio. Igualmente establece que son los concejos municipales los que reglamentan los usos del suelo. No obstante esta autonomía no es absoluta, deberá ejercerse de acuerdo a la Constitución y a la Ley, artículos 287, 311 y 313 de la C.P.

De tal manera, el Acuerdo 019 de 1990, es un instrumento de planificación expedida por la Corporación, en virtud de las atribuciones y competencias que le confiere la Ley 60 de 1983, avalado por el Departamento Nacional de Planeación mediante Resolución N° 1326 de mayo 9 de 1991, por tanto vigente y con carácter obligatorio en la jurisdicción de la Corporación.
El Acuerdo 019 en su artículo 2 numeral primero, clasifica como Area Forestal productora, la zona comprendida entre los 2200 metros y 2400 de altitud. Consecuentemente establece para esta zona una restricción en los usos del suelo en cuanto a parcelación o lotes estableciendo que en ningún caso puede ser inferior a 3 Ha.

Esta norma es fundamental en la protección del medio ambiente y los derechos colectivos porque mediante el control en la densidad de las parcelaciones garantiza el desarrollo sostenible, el Medio Ambiente sano y la calidad de vida para la población de esta Región, dando así cumplimiento a los mandatos constitucionales consagrados en el Título I de la Constitución Política.

La Licencia Ambiental es totalmente diferente a la Licencia de Construcción, en su contenido en las normas por las cuales se rigen, en las autoridades competentes para expedirlos y especialmente en el objeto que pretenden regular. Así las cosas la Licencia de Construcción otorgada por el municipio no vincula a la Corporación.

Las licencias ambientales no son nuevas en la legislación colombiana, existen desde la expedición del Decreto 2811 de 1974, sin embargo, en este trámite se aplicó el Decreto 1753 de 1994, toda vez que realmente inició el 3 de agosto de 1994, fecha de entrada en vigencia de dicho Decreto, no tiene aplicación en este caso el Artículo 38 del Decreto 1753 de 1994, porque no existe prueba suficiente de que se hubiera iniciado el trámite ambiental con antelación a esta fecha.
La Corporación nunca ha otorgado merced de aguas, para el proyecto Conjunto Residencial Campestre San Sebastián de la Castellana, de acuerdo con el oficio 2932 de noviembre 3 de 1995, el señor Gerardo Posada y la Sociedad CPL, Propiedad Raíz y Cía Ltda, obtuvieron merced de aguas para uso doméstico y agropecuario para tres lotes y nunca para una parcelación.

Que es competencia de la Corporación el control y vigilancia de los recursos naturales como máxima autoridad ambiental dentro de esta jurisdicción.

RESUELVE

ARTICULO 1°. Negar la Licencia Ambiental al proyecto Conjunto Residencial San Sebastián de la Castellana, mientras esta no sea redimensionada y se acoja a la normatividad ambiental vigente.
ARTICULO 2° Sancionar a la Sociedad CPL. Propiedad Raíz y Cía Ltda. con una multa de 220 salarios mínimos mensuales legales vigentes.

PARAGRAFO. Esta sanción deberá ser cancelada en la Tesorería de la Corporación dentro de los 15 días siguientes a la notificación de la presente providencia y allegar al expediente copia del recibo de consignación.

ARTICULO 3°. Ordenar a la Sociedad CPL Propiedad Raíz y Cía Ltda., suspender toda actividad iniciada en desarrollo del proyecto ‘Conjunto Residencial San Sebastián de la Castellana’.
ARTICULO 4°. Oficiar al señor Alcalde del Retiro para su conocimiento y estricto cumplimiento de esta providencia.

ARTICULO 5°. Contra la presente providencia procede el Recurso de Reposición ante el Director General dentro de los 5 días siguientes a su notificación.

ARTICULO 6°. Ordenar la publicación de la presente providencia en el Boletín Oficial de Cornare a costa de la Corporación.

Dada en El Santuario a los 28 días de noviembre de 1995.

La presente Resolución rige a partir de la fecha de su notificación.

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE

LEONARDO MUÑOZ CARDONA

ARIEL JOSE RAMIREZ DIAZ

Director General 



Secretario General”

No se transcriben las resoluciones N° 0601 de febrero 15 de 1996 Por medio de la cual se resuelve un recurso de reposición, pues CORNARE confirma los fundamentos consignados en la Resolución 6774 de noviembre 28 de1995. A su turno la Resolución N° 956 de septiembre 2 de 1996 Por la cual se resuelve un recurso de apelación proferida por el Ministerio del Medio Ambiente, confirmó en su integridad la Resolución 6774 en cuanto a la exigencia de la licencia ambiental al tiempo que no se pronunció acerca de la sanción impuesta a la sociedad investigada.
6.2. Consideración procesal previa
Antes de entrar a resolver los recursos de apelación interpuestos por los apoderados judiciales de los dos extremos procesales, resulta oportuno señalar que la Sala confirmará la sentencia apelada en cuanto a la declaratoria de encontrar probada la excepción de falta de legitimación en la causa por activa de la sociedad UTE Propiedad Raíz y Cía. Ltda.

Lo anterior por cuanto una vez leído el recurso de apelación se observa que el apoderado judicial de la sociedad CPL Propiedad Raíz y Cía. Ltda., no se refirió en el escrito a la inconformidad que le causaba el hecho de haber sido reconocida y declarada por el a quo esta excepción, sino que presentó su reparo tan solo en el escrito contentivo de alegatos de conclusión en segunda instancia, sin que esta sea la oportunidad procesal para expresar tal descontento. 

Es así como en el memorial de alegatos de conclusión (Fl.30 cuaderno de segunda instancia) sostuvo el apoderado de la demandante lo siguiente: “En el fallo recurrido se reconoce, sin mayor examen, la excepción de falta de legitimación en la causa por activa en cabeza de UTE Propiedad Raíz y Cía. Ltda. desconociendo que por ser partícipe del proyecto, las resultas del caso también la afectan y, por consiguiente, aun no habiéndosela mencionado en los actos acusados, su interés se vio afectado por ellos”.

La Sala se abstendrá de emitir pronunciamiento de fondo sobre este aspecto al no haber sido planteado como argumento de inconformidad en el recurso de apelación, pues de hacerlo se desconocería el derecho de contradicción de CORNARE, al no haber tenido la oportunidad para referirse sobre esta excepción probada en el término de alegatos de conclusión en segunda instancia, tal y como en efecto aconteció. 
Con fundamento en lo anteriormente expuesto, será confirmada la sentencia de primera instancia en cuanto a la declaratoria de estar probada la excepción de falta de legitimación en la causa por activa de la sociedad UTE Propiedad Raíz y Cía. Ltda. 
6.3. Los cargos formulados en los recursos de apelación.
Entra la Sala al estudio de los aspectos fundamentales contenidos en los recursos de apelación interpuestos por CORNARE y la actora respectivamente, contra la sentencia del Tribunal de Antioquia y que son los siguientes:
Primer cargo: La sanción impuesta en los actos acusados no estaba sujeta a un procedimiento especial, sino a las normas señaladas en el Código Contencioso Administrativo. 

Para CORNARE, la sanción impuesta a CPL Propiedad Raíz y Cía. Ltda. no estaba sometida a un procedimiento sancionatorio especial previo a la imposición de la sanción, sino que la entidad estaba sujeta a las normas señaladas en el Código Contencioso Administrativo, razón por la cual no habría lugar a revocar la multa impuesta a la demandante.

Cabe precisar que el acto acusado contiene tres decisiones, a saber: (i) Negar la licencia ambiental al proyecto CONJUNTO RESIDENCIAL SAN SEBASTIAN DE LA CASTELLANA, mientras no sea redimensionada y se acoja a la normatividad ambiental vigente; (ii) Sancionar a la Sociedad CPL Propiedad Raíz y Cia Ltda. con multa de 220 salarios mínimos mensuales legales vigentes y; (iii) Suspender toda actividad iniciada en desarrollo del proyecto CONJUNTO RESIDENCIAL SAN SEBASTIAN DE LA CASTELLANA. 

Como la inconformidad del recurrente hace referencia únicamente a la sanción de multa impuesta a la actora, la Sala se referirá a la misma de la siguiente manera:

Los artículos 197 a 254 del Decreto 1594 de 1984 “por el cual se reglamenta parcialmente el Título I de la Ley 09 de 1979, así como el Capítulo II del Título VI - Parte III - Libro II y el Título III de la Parte III Libro I del Decreto 2811 de 1974 en cuanto a usos del agua y residuos líquidos”, prescribía las normas aplicables al procedimiento administrativo sancionatorio, siendo pertinente destacar los artículos que se transcriben a continuación:

DECRETO 1594 DE 1984

“Artículo 197. El procedimiento sancionatorio se iniciará de oficio, a solicitud o información de funcionario público, por denuncia o queja presentada por cualquier persona, o como consecuencia de haberse tomado previamente una medida preventiva o de seguridad.
Artículo 198. Aplicada una medida preventiva o de seguridad, sus antecedentes deberán obrar dentro del respectivo proceso sancionatorio.

Artículo 199. El denunciante podrá intervenir en el curso de procedimiento para ofrecer pruebas o para auxiliar al funcionario competente cuando éste lo estime conveniente.

Artículo 200. Si los hechos materia del procedimiento sancionatorio fueren constitutivos de delito, se ordenará ponerlos en conocimiento de la autoridad competente acompañándole copia de los documentos del caso.

Artículo 201. La existencia de un proceso penal o de otra índole, no dará lugar a la suspensión del procedimiento sancionatorio.

Artículo 202: Conocido el hecho o recibida la denuncia o el aviso, el Ministerio de Salud o su entidad delegada ordenará la correspondiente investigación, para verificar los hechos o las omisiones constitutivas de infracción a las normas del presente Decreto.

Artículo 203: En orden a la verificación de los hechos u omisiones, podrán realizarse todas las diligencias que se consideren necesarias, tales como visitas, toma de muestras, exámenes de laboratorio, mediciones, pruebas químicas o de otra índole y en especial las que se deriven del Capítulo XIV del presente Decreto.

Artículo 204: Cuando el Ministerio de Salud o su entidad delegada encuentren que aparece plenamente comprobado que el hecho investigado no ha existido, que el presunto infractor no lo cometió, que el presente Decreto, sus disposiciones complementarias, o las normas legales sobre usos del agua y residuos líquidos no lo consideran como infracción o lo permiten, así como que el procedimiento sancionatorio no podía iniciarse o proseguirse, procederá a declararlo así y ordenará cesar todo procedimiento contra el presunto infractor.

La decisión deberá notificarse personalmente al presunto infractor.

Artículo 205: Realizadas las anteriores diligencias, mediante notificación personal, se pondrán en conocimiento del presunto infractor los cargos que se le formulen. El presunto infractor podrá conocer y examinar el expediente de la investigación.

Artículo 206: De la imposibilidad de notificar personalmente. Si no fuere posible hacer la notificación por no encontrarse legal o la persona jurídicamente apta, se dejará una citación escrita con un empleado o dependiente responsable del establecimiento, para que la persona indicada concurra a notificarse dentro de los cinco (5) días calendario siguientes. Si no lo hace se fijará un edicto en la Secretaría del Ministerio de Salud o su entidad delegada, durante otros cinco (5) días calendario, al vencimiento de los cuales se entenderá surtida la notificación.

Artículo 207: Dentro de los diez (10) días hábiles siguientes al de la notificación, el presunto infractor, directamente o por medio de apoderado, podrá presentar sus descargos por escrito y aportar o solicitar la práctica de las pruebas que considere pertinentes y que sean conducentes.

Parágrafo: La totalidad de los costos que demande la práctica de pruebas serán de cargo de quien las solicite.

Artículo 208: El Ministerio de Salud o su entidad delegada decretará la práctica de las pruebas que consideren conducentes, las que llevarán a efecto dentro de los treinta (30) días siguientes, término que podrá prorrogarse por un período igual, si en el inicial no se hubiere podido practicar las decretadas.

Artículo 209: Vencido el término de que trata el artículo anterior y dentro de los diez (10) días hábiles posteriores al mismo, el Ministerio de Salud o su entidad delegada procederá a calificar la falta y a imponer la sanción que considere del caso de acuerdo con dicha calificación.

Artículo 210: Se consideran circunstancias agravantes de una infracción, las siguientes:

a. Reincidir en la comisión de la misma falta.

b. Realizar el hecho con pleno conocimiento de sus efectos dañosos, o con la complicidad de subalternos o con su participación bajo indebida presión.

c. Cometer la falta para ocultar otra.

d. Rehuir la responsabilidad o atribuírsela a otro u otros.

e. Infringir varias obligaciones con la misma conducta.

f. Preparar premeditadamente la infracción y sus modalidades.

Artículo 211: Se consideran circunstancias atenuantes de una infracción las siguientes:

a. Los buenos antecedentes o conducta anterior.

b. La ignorancia invencible.

c. El confesar la falta voluntariamente antes de que se produzca daño a la salud individual o colectiva.

d. Procurar por iniciativa propia resarcir el daño o compensar el perjuicio causado, antes de la ocurrencia de la sanción.

Artículo 212: Si se encuentra que no se ha incurrido en violación de las disposiciones sanitarias, se expedirá una resolución por la cual se declare al presunto infractor exonerado de responsabilidad y se ordenará archivar el expediente.

Parágrafo: El funcionario competente que no defina la situación bajo su estudio, incurrirá en causal de mala conducta.

Artículo 213: Las sanciones deberán imponerse mediante resolución motivada, expedida por el Ministerio de Salud o su entidad delegada, y deberán notificarse personalmente al afectado, dentro del término de los cinco (5) días hábiles siguientes a la fecha de su expedición.

Si no pudiere hacerse la notificación personal, se hará por edicto de conformidad con lo dispuesto por el Decreto 01 de 1984.

Artículo 214: Contra las providencias que impongan una sanción o exoneren de responsabilidad proceden los recursos de reposición y apelación, según el caso, dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes al de la notificación. De conformidad con el Decreto 01 de 1984. Los recursos deberán interponerse y sustentarse por escrito.

Artículo 215: Las providencias a que se refiere el artículo anterior serán susceptibles únicamente del recurso de reposición cuando sean expedidas por el Ministerio de Salud, las demás serán susceptibles de los recursos de reposición y apelación, este último ante el Ministerio de Salud.

Parágrafo: Los recursos de apelación a que se refiere el presente artículo se concederán en el efecto devolutivo, de conformidad con lo prescrito por el artículo 4 de la Ley 45 de 1946.”
Además de lo establecido en los artículos que se acaban de reproducir, el Decreto 1594 de 1984 establece las sanciones de amonestación, multa, decomiso de productos o artículos, suspensión o cancelación de registros de los permisos de vertimiento o de la autorización sanitaria de funcionamiento y cierre temporal o definitivo del establecimiento, edificación o servicio, contra las cuales proceden los recursos de la vía gubernativa, según lo establecen los artículos 214 y 215 anteriormente transcritos. 
Posteriormente, el artículo 85 de la Ley 99 de 1993, “por la cual se crea el Ministerio del Medio Ambiente, se reordena el Sector Público encargado de la gestión y conservación del medio ambiente y los recursos naturales renovables, se organiza el Sistema Nacional Ambiental, SINA, y se dictan otras disposiciones”, se refirió a las sanciones y las medidas preventivas de policía administrativa en materia ambiental, en los siguientes términos:

LEY 99 DE 1993

“Artículo  85º.- Tipos de Sanciones. El Ministerio del Medio Ambiente y las Corporaciones Autónomas Regionales impondrán al infractor de las normas sobre protección ambiental o sobre manejo y aprovechamiento de recursos naturales renovables, mediante resolución motivada y según la gravedad de la infracción, los siguientes tipos de sanciones y medidas preventivas:

1) Sanciones:

a. Multas diarias hasta por una suma equivalente a 300 salarios mínimos mensuales, liquidados al momento de dictarse la respectiva resolución;

b. Suspensión del registro o de la licencia, la concesión, permiso o autorización; (Subrayado ajeno al texto).

c. Cierre temporal o definitivo del establecimiento, edificación o servicio respectivo y revocatoria o caducidad del permiso o concesión; 

d. Demolición de obra, a costa del infractor, cuando habiéndose adelantado sin permiso o licencia, y no habiendo sido suspendida, cause daño evidente al medio ambiente o a los recursos naturales renovables; 

e. Decomiso definitivo de individuos o especímenes de fauna o flora o de productos o implementos utilizados para cometer la infracción. 

2) Medidas preventivas:

a. Amonestación verbal o escrita; 

b. Decomiso preventivo de individuos o especimenes de fauna o flora de productos e implementos utilizados para cometer la infracción; 

c. Suspensión de obra o actividad, cuando de su prosecución pueda derivarse daño o peligro para los recursos naturales renovables o la salud humana, o cuando la obra o actividad se haya iniciado sin el respectivo permiso, concesión, licencia o autorización; (Subrayado ajeno al texto).

d. Realización dentro de un término perentorio, los estudios y evaluaciones requeridas para establecer la naturaleza y características de los daños, efectos e impactos causados por la infracción, así como las medidas necesarias para mitigarlas o compensarlas. 

Parágrafo 1º.- El pago de las multas no exime al infractor de la ejecución de las obras o medidas que hayan sido ordenadas por la entidad responsable del control, ni de la obligación de restaurar el medio ambiente y los recursos naturales renovables afectados;

Parágrafo 2º.- Las sanciones establecidas por el presente artículo se aplicarán sin perjuicio del ejercicio de las acciones civiles y penales a que haya lugar;

Parágrafo 3º.- Para la imposición de las medidas y sanciones a que se refiere este artículo se estará al procedimiento previsto por el Decreto 1594 de 1984 o al estatuto que lo modifique o sustituya; (Subrayado fuera de texto).

Parágrafo 4º.- En el caso del Departamento Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, las sanciones contempladas en los artículos 28, 29 y 35 de la Ley 47 de 1993, se aplicarán, sin perjuicio de las previstas en este artículo.”
De modo que para la imposición de las sanciones a que se refiere el artículo 85 de la Ley 99 de 1993, la entidad competente debía seguir el procedimiento previsto en los artículos 197 a 254 del Decreto 1594 de 1984, transcrito en acápites anteriores.
Lo anterior teniendo en cuenta que los hechos o supuestos fácticos que dieron lugar a la expedición del acto acusado, iniciaron el 3 de agosto 1994, fecha en la cual se encontraba vigente el precitado decreto. En tales circunstancias y en consideración a lo dispuesto en el artículo 40 de la Ley 153 de 1887 con respecto a la aplicación en el tiempo de las normas de carácter procesal, no queda ninguna duda de que el Decreto 1594 de 1984 era la norma aplicable.
Ahora bien, la Sala en sentencia de 24 de mayo de 2007 (Expediente: 2001-90527, M.P. Dr. Camilo Arciniegas Andrade), precisó que: “el debido proceso comprende el deber que tienen las autoridades administrativas y judiciales de cumplir las normas que regulan cada actuación y de garantizar el ejercicio del derecho de defensa. Por tanto, en el procedimiento administrativo debe garantizarse que los actos que expida la Administración se ajusten al ordenamiento jurídico y se haya asegurado al administrado sus derechos de contradicción y de defensa.”
Está probado en el expediente que el 3 de agosto de 1994 (folio 84), los socios de CPL Propiedad Raíz y Cía. Ltda. solicitaron a CORNARE efectuar visita de estudio de factibilidad para la construcción del CONJUNTO RESIDENCIAL CAMPESTRE SAN SEBASTIÁN DE LA CASTELLANA. Se observa en el escrito lo siguiente: 

“Adjuntándole permiso de ubicación (factibilidad de uso del suelo) expedido por la Administración Municipal de El Retiro Antioquia y plano del proyecto, atentamente nos permitimos solicitar, se faculte a quien le corresponda en la Corporación Autónoma Regional Rionegro-Nare CORNARE, para que efectué visita de estudio de factibilidad para la construcción del CONJUNTO RESIDENCIAL CAMPESTRE SAN SEBASTIÁN DE LA CASTELLANA, que tenemos proyectado adelantar en zona rural del municipio de El Retiro. Nos comprometemos a reunir los demás requisitos exigidos para este tipo de estudio y los que la Corporación solicite una vez emitido su concepto.”     

Con fundamento en la solicitud anterior, los Ingenieros Forestales de CORNARE efectuaron una inspección ocular en el predio donde se construiría el CONJUNTO RESIDENCIAL CAMPESTRE SAN SEBASTIÁN DE LA CASTELLANA y presentaron el Informe Técnico N° 003432 de 13 de octubre de 1994
, en el que dan cuenta de lo siguiente: 

 “ANTECEDENTES

- El lote se encuentra ubicado aproximadamente a 3 kilómetros del sitio conocido como como alto de las palmas. La vía de acceso se encuentra posterior al cruce de la quebrada las palmas con dicha vía, exactamente en la zona adyacente a la construcción del colegio Teodoro Herlz.

- El terreno en su mayor parte corresponde a la plantación de pino pátula [pino pátula] en el área contemplada como etapa número II el uso del suelo es pasto para ganadería extensiva de leche. Además en el sector del predio existe cobertura boscosa en las cimas de las colinas. (…)

- La vía de penetración a los lotes tienen un porcentaje construido, ya que en el momento de la visita, existía en el lote un buldócer haciendo cortes de talud y banca con el objetivo de facilitar la extracción y transporte de la madera de pino talado. Dicha vía no se sabe si es privada o de carácter municipal.

- La tierra removida en dicha vía es vertida a la ladera, incrementando la sedimentación sobre las fuentes de agua. (…)  

- Existe una resolución número 33 del 19 de julio de 1994 emitida por el INCORA, por medio de la cual se constituye un área de reserva forestal sobre una porción de terreno que hace parte del predio del proyecto San Sebastián la Castellana. CORNARE aún desconoce sus límites geográficos.

-El objetivo principal de dicha resolución es la protección de las micro cuencas de la Vereda Carrizales, la cual se encuentra a una altura de 2.200 msnm. (…)
CONCLUSIONES

· El gestor del proyecto ha realizado tres actividades como aprovechamiento forestal, apertura de vía, movilización de la madera sin la autorización de CORNARE.
·  La densidad del proyecto es de 33 viviendas de las 2 etapas, las cuales necesitarían 165 cuadras para realizarse por estar por encima de la cota 2.200. El lote solo tiene 37 cuadras. Esta densidad así propuesta implica la construcción de 1 vivienda por cada 0.7 há y el acuerdo 019 permite 1 vivienda por cada 3 há dentro del rango de altura 2.200 – 2.400 msmnm. 

RECOMENDACIONES

-No continuar las obras del proyecto hasta haber conseguido los siguientes requisitos.

-Licencia ambiental, para lo cual es indispensable la presentación previa del E.I.A. del proyecto.

-Los términos de referencia se anexan a este informe técnico, y basados en la resolución 1326 de 1991
, se deberá rediseñar el proyecto.

-Tener en cuenta la resolución del INCORA para el planteamiento de la distribución de lotes y obras civiles dentro del precio. (…)” (subrayas del Despacho)

Del anterior informe, el 14 de octubre de 1994 CORNARE le dio traslado al señor Gerardo Posada, Representante Legal de la sociedad actora, para efectos de su conocimiento y cumplimiento a lo estipulado en él, como consta a folio 135 vto.
El 10 de mayo de 1995, funcionarios de CORNARE realizaron vista de inspección al predio del proyecto, con el fin de verificar el avance de la ejecución de las obras, de la cual rindieron el Informe Técnico 04187 de 15 de mayo del mismo año
 e informaron lo siguiente:

“ANTECEDENTES

(…)

3. Previo a lo realizado en los numerales anteriores se había realizado un informe técnico con número de radicado 003432 del 13 de octubre de 1994, en el que se requirió Estudio de Impacto Ambiental bajo las condiciones presentes en el Acuerdo 019 ya que la propuesta inicial sobrepasa la densidad de viviendas permitidas para el lote, ya que éste se localiza por encima de la cota 2200 msnm.

4. También se requirió en el mismo informe, parar todo tipo de actividades iniciadas en el predio hasta tanto no se otorgara la Licencia Ambiental respectiva.

5. Durante el mes de enero de 1995 se presentaron a la CORPORACIÓN el señor Gerardo Posada Cadavid, como gestor y representante legal del proyecto. “Parcelación San Sebastián de la Castellana” y la ingeniera Amparo Lopera, como representante de INGEAMBIENTE la cual es la empresa que elabora el Estudio de Impacto Ambiental. La intención manifiesta era entregar a la CORPORACIÓN, dicho estudio.
Previamente a realizar dicha entrega, solicitaron a los ingenieros Ramiro Hernández y Andrés López funcionarios de CORNARE una revisión rápida del texto, a lo cual se les explicó que el Plan de Manejo estaba incompleto. Por dicha razón hicieron la entra del mismo.
6. La CORPORACIÓN apenas se (sic) recibió el 15 de mayo el Estudio de Impacto Ambiental.
OBSERVACIONES.

1. Durante la visita de inspección se pudo detectar lo siguiente:

- En varios lotes ya existe numeración de los mismos, lo cual indica que se está densificando el predio de acuerdo a la propuesta inicial del usuario, sin tener en cuenta el acuerdo 019.
- Existe tala rasa en varias áreas del predio, aproximadamente en el 50% de lo plantado. En una de las áreas taladas se observó quema posterior a la tala. Dicho aprovechamiento no ha sido legalizado ante la CORPORACIÓN.

- A la fecha el usuario no ha entregado escrituras a la CORPORACIÓN. Existen dentro del predio, zonas declaradas como Reserva Forestal por resolución No. 33 del 19 de julio de 1994 de INCORA.
- La vía del proyecto está construida en su totalidad. Tanto la principal como las domiciliarias a cada parcela. Además se observó afirmado desde el sitio de prediación hasta la quebrada las Palmas.
2. En el informe técnico No. 003432 del 13 de octubre de 1994, se expresó que dichas actividades no se podían iniciar en el predio, sin la respectiva licencia ambiental. Dicho informe técnico fue notificado al representante legal del proyecto señor Gerardo Posada C, el 14 de octubre de 1994.

3. Del aprovechamiento forestal y el movimiento de tierras para la apertura de vías realizados en el lote, no existe resolución emitida por la CORPORACIÓN.

4. El día de la visita se encontraban motosierristas realizando tala de pino (Pinus patula), también se encontró una retroexcavadora en la zona que divide la primera de la segunda etapa, en la zona de inundación de la quebrada las Palmas.
CONCLUSIONES

1. El proyecto está siendo realizado parcialmente. Aún bajo conocimiento del usuario se ha contravenido la ley por iniciar obras y el aprovechamiento forestal sin autorización de CORNARE.

2. Aprovechamiento forestal a tala rasa y en las pendientes existentes es contraproducente ambientalmente para la cuenca de la quebrada las Palmas y por consiguiente para el embalse de la Fé, por propiciar la erosión del suelo y acelerar el proceso de sedimentación en la cuenca.

3. El haber realizado el movimiento de tierras para la construcción de la vía con sus respectivos accesos, tácitamente pretende obligar a la CORPORACIÓN a que el proyecto no se acoja a la resolución 1326 (Acuerdo 019) y se acepta la densidad propuesta inicialmente por el dueño del proyecto.
RECOMENDACIONES.

1. Pedir escrituras a nombre de la Sociedad “San Sebastián de la Castellana” o Gerardo Posada.

2. Investigar si ha existido venta de lotes en el área del predio y en caso afirmativo hacer el cumplimiento de la ley por haber incumplido lo estipulado en la resolución 1326, ya que el predio se encuentra por encima de la cota 2200.

3. Suspender las obras o cualquier tipo de actividad sobre el predio y multar a la sociedad “San Sebastián de la Castellana” a través de su representante legal Gerardo Posada C, según los estipula la ley para estos casos.”
El 17 de octubre de 1995, la Abogada de Recursos Naturales de CORNARE mediante oficio sin número decidió que: “Antes de tomar una decisión de fondo sobre la petición de la Licencia Ambiental presentada por los señores Gerardo Posada y otros, se ordena citar a los mismos para efectos de ser escuchados en audiencia de descargos el día martes 24 de octubre de 1995 a las 8:00 horas, por los hechos descritos en los informes técnicos N. 3442 del 13 de octubre de 1995 y 4187 del 15 de mayo de 1995” (folio 140). Según oficio sin número de 17 de octubre de 1995 firmado por la Coordinadora de la Oficina de Atención al Usuario de CORNARE, la anterior decisión le fue comunicada por teléfono al señor Gerardo Posada Cadavid (folio 141).

El señor Gerardo Posada Cadavid, mediante apoderado, presentó el 31 de octubre de 1995 (folio 11) los respectivos descargos del Informe Técnico 4187, argumentando básicamente que “el Acuerdo 02 de noviembre 19 de 1990 no fue violado; que el municipio de El Retiro autorizó la parcelación; que el proyecto no requiere Licencia Ambiental, ni estudio de impacto ambiental; que CORNARE sabía del proyecto; que el proyecto tiene concesión de aguas; que no realizó aprovechamiento forestal, ni movilización de madera.” 

Asimismo concluyó que: “el proyecto no se ha venido realizando contraviniendo la ley: está de acuerdo con los usos del suelo de El Retiro, autorizado por el municipio de El Retiro, no requiere la licencia ambiental, no hizo aprovechamiento forestal.” Anexó las pruebas que consideró que eran necesarias para que CORNARE tuviera en cuenta al momento de proferir cualquier decisión.
Todo lo anterior, condujo a que CORNARE profiriera la Resolución 6774 de 28 de noviembre de 1995 –objeto del presente proceso- y sancionara a la actora con multa de 220 s.m.m.l.v., la cual fue notificada personalmente al apoderado de la actora. Asimismo, consta en el acto acusado que contra éste procedía el recurso de reposición ante el Director General de la entidad. 
Ello prueba que la actora sí tuvo conocimiento de las actuaciones adelantadas por CORNARE y que presentó los descargos correspondientes, lo que desvirtúa la violación del debido proceso por falta de formulación de pliego de cargos y notificación personal del mismo. Asimismo, consta que la resolución sancionatoria fue notificada personalmente al apoderado de la actora, quien el 8 de marzo de 1996 interpuso recurso de reposición, de cuya decisión igualmente fue notificado, circunstancias que impiden deducir la violación del debido proceso, pues la actora tuvo oportunidad de intervenir en la actuación y de hacer uso de los medios de defensa establecidos en la ley.
Por lo anterior, la Sala revocará los numerales 2º y 3º de la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Antioquia y negará las pretensiones de la demanda, respecto de la sanción impuesta por la entidad demandada a la actora. 
Segundo cargo: Aplicación del artículo 38 del Decreto 1753 de 1994 en cuanto establece un régimen de transición para los proyectos iniciados antes de la entrada en vigencia de la Ley 99 de 1993, respecto de los cuales no requieren el requisito de la licencia ambiental respectiva. 
CPL Propiedad Raíz y Cía. Ltda. afirma que como para la época en que se iniciaron las obras del proyecto de parcelación San Sebastián de la Castellana no se encontraba vigente la Ley 99 de 1993, no se le debía exigir el requisito de la licencia ambiental para desarrollar dicho proyecto, sino el régimen de transición previsto en el artículo 38 del Decreto 1753 de 1994, por lo que no se le debió imponer la sanción pecuniaria de la cual fue objeto, de allí que solicita el pago de la indemnización por los perjuicios ocasionados a la actora.

Para poder adoptar la decisión que en derecho corresponda, se hace necesario ubicar el contexto normativo que rodeó los hechos y que motivó la actuación administrativa adelantada por la autoridad ambiental demandada. 
El artículo 28 del Decreto 2811 de 18 de diciembre de 1974, “por el cual se dicta el Código Nacional de Recursos Naturales Renovables y de Protección al Medio Ambiente”, establece lo siguiente:

“Artículo 28º.- Para la ejecución de obras, el establecimiento de industria o el desarrollo de cualquiera otra actividad que, por sus características, pueda producir deterioro grave a los recursos naturales renovables o al ambiente o introducir modificaciones considerables o notorias al paisaje, será necesario el estudio ecológico y ambiental previo, y además, obtener licencia.

En dicho estudio se tendrán en cuenta, aparte de los factores físicos, los de orden económico y social, para determinar la incidencia que la ejecución de las obras mencionadas puedan tener sobre la región". (subrayas y negritas fuera de texto)
El artículo 28 del Decreto 2811 de 1974 fue derogado expresamente por el artículo 118 de la Ley 99 de diciembre 22 de 1993 “por la cual se crea el Ministerio del Medio Ambiente, se reordena el Sector Público encargado de la gestión y conservación del medio ambiente y los recursos naturales renovables, se organiza el Sistema Nacional Ambiental, SINA, y se dictan otras disposiciones”, legislación que entró en vigencia a partir de la fecha de su publicación en el Diario Oficial N° 41146 de diciembre 22 de 1993.

La Ley 99 de 1993, en su artículo 49, estableció la obligatoriedad de la licencia ambiental en los siguientes términos:

“Artículo  49º.- De la Obligatoriedad de la Licencia Ambiental. La ejecución de obras, el establecimiento de industrias o el desarrollo de cualquier actividad, que de acuerdo con la ley y los reglamentos, pueda producir deterioro grave a los recursos naturales renovables o al medio ambiente o introducir modificaciones considerables o notorias al paisaje requerirán de una Licencia Ambiental”.

De acuerdo con las disposiciones legales transcritas, la Sala observa que el artículo 49 de la Ley 99 de 1993 fue reproducido en términos similares a los del artículo 28 del Decreto 2811 de 1974. 
Por lo tanto, el hecho de que el artículo 28 del Decreto 2811 de 1974 hubiera sido expresamente derogado por el artículo 118 de la Ley 99 de 1993
, no significa que en vigencia de esta legislación no fuera exigible por las autoridades ambientales el cumplimiento del requisito de la licencia ambiental para la ejecución de algunos proyectos, pues esta autorización se encontraba tipificada como obligatoria en el artículo 49 de la misma legislación, cuando el desarrollo de la actividad produjera grave deterioro para los recursos naturales o el medio ambiente.
Posteriormente, fue expedido el Decreto 1753 de 1994 (3 de agosto) “por el cual se reglamentan parcialmente los Títulos VIII y XII de la Ley 99 de 1993 sobre licencias ambientales”, actualmente sustituido por el Decreto 1728 de 2002, que  tuvo vigencia a partir de su publicación en el Diario Oficial No. 41427 del 3 de agosto de 1994. 
El artículo 2° del Decreto 1753 de 1994 definió la licencia ambiental como la autorización que otorga la autoridad ambiental a una persona, para la ejecución de un proyecto, obra o actividad que conforme a la ley y a los reglamentos, puede producir deterioro grave a los recursos naturales renovables o al medio ambiente. El artículo 2 ibidem establece lo siguiente:

“Artículo 2º.- Concepto. La licencia ambiental es la autorización que otorga la autoridad ambiental competente, mediante acto administrativo, a una persona, para la ejecución de un proyecto, obra o actividad que conforme a la ley y a los reglamentos, puede producir deterioro grave a los recursos naturales renovables o al medio ambiente o introducir modificaciones considerables o notorias al paisaje, y en la que se establecen los requisitos, obligaciones y condiciones que el beneficiario de la Licencia Ambiental debe cumplir para prevenir, mitigar, corregir, compensar y manejar los efectos ambientales del proyecto, obra o actividad autorizada.”
Sin embargo, el inciso tercero del artículo 38 ibidem estableció un régimen de transición y precisó que respecto de los proyectos, obras o actividades que hubieran iniciado actividades con anterioridad de la expedición de la Ley 99 de 1993, no era requerida licencia ambiental. La norma dispone: 
“Artículo 38º.- Régimen de Transición. Los proyectos, obras o actividades, que conforme a las normas vigentes antes de la expedición del presente Decreto, obtuvieron los permisos, concesiones, licencias y autorizaciones de carácter ambientales que se requerían, podrán continuar, pero la autoridad ambiental competente podrá exigirles, mediante providencia motivada, la presentación planes de manejo, recuperación o restauración ambiental.

Los proyectos, obras o actividades que con anterioridad a la expedición de este Decreto, iniciaron todos los trámites tendientes a obtener los permisos, licencias, concesiones y autorizaciones de carácter ambiental exigidos por las leyes en ese momento vigentes, continuarán su trámite de acuerdo con las mismas y en caso de obtenerlos podrán adelantar el proyecto, obra o actividad, pero la autoridad ambiental podrá exigirles, mediante providencia motivada la presentación planes de manejo, recuperación o restauración ambiental. 

Los proyectos, obras o actividades que con anterioridad a la expedición de la Ley 99 de 1993 iniciaron actividades, no requerirán Licencia Ambiental. Tampoco requerirán Licencia Ambiental aquellos proyectos de competencia de las Corporaciones Autónomas Regionales que iniciaron actividades antes de la expedición del presente Decreto. Lo anterior no obsta para que dichos proyectos, obras o actividades cumplan con la normatividad ambiental vigente, excluido el requisito de obtener Licencia Ambiental. 

Parágrafo.- Para la transitoriedad de la competencia para el otorgamiento de licencias ambientales, se estará a lo dispuesto en el Decreto 632 de 1994”. (subrayas fuera de texto)
La Sala en sentencia de 29 de noviembre de 2010 (Expediente: 1996-4746, M.P. Dr. Rafael E. Ostau De Lafont Pianeta) tuvo la oportunidad de referirse al régimen de transición para los proyectos u obras iniciadas antes de la expedición del Decreto 1753 de 1994. Sostuvo la Sala:
“La licencia ambiental, según se desprende de lo dispuesto en el artículo 49 de la Ley 99 de 1993, es la autorización que otorga la autoridad ambiental competente a una persona, mediante acto administrativo, para que emprenda la ejecución de un proyecto, obra o actividad que puede llegar a producir deterioro grave a los recursos naturales renovables o al medio ambiente o introducir modificaciones considerables o notorias al paisaje, estableciendo los requisitos, obligaciones y condiciones que el beneficiario de la Licencia Ambiental debe cumplir para prevenir, mitigar, corregir, compensar y manejar los efectos ambientales del proyecto, obra o actividad autorizada. El Presidente de la República, en ejercicio de la potestad reglamentaria consagrada en el artículo 189 numeral 11 de la Constitución, expidió el Decreto 1753 de fecha 3 de agosto de 1994 (hoy derogado), en virtud del cual se desarrolló lo dispuesto en los Títulos VIII y XII de la Ley 99 de 1993 en materia de licencias ambientales. En sus normas y bajo la consideración de que las disposiciones de ese Decreto no pueden ser aplicadas de manera retroactiva frente a aquellas actuaciones administrativas iniciadas con anterioridad al 5 de agosto de 1994, fecha en la cual se publicó el Decreto 1753 de 1994 en el Diario Oficial N° 41.427, el Gobierno Nacional consagró en el artículo 38 del Decreto en comento, un régimen de transición en virtud del cual se entienden exonerados de la obligación de contar con la aludida licencia aquellos proyectos, obras o actividades emprendidos bajo la vigencia de la normatividad anterior. (…) Como se puede observar, el artículo trascrito (38 del Decreto 1753 de 1994) desarrolló los principios que regulan el tránsito legislativo y que se desprenden de la Constitución y de la ley, tomando en cuenta para ello los atinentes a la irretroactividad de la ley, el postulado de la buena fe y la observancia de las reglamentaciones expedidas cuando se inició la respectiva actuación.”
En la misma sentencia, la Sala identificó 3 situaciones en las que se podía o no dar aplicación al régimen de transición previsto en el artículo 38 del Decreto 1753 de 1994.  Estas situaciones son las siguientes: (1) la referente a los proyectos, obras o actividades que con anterioridad a la expedición del decreto obtuvieron permisos, concesiones, licencias o autorizaciones; (2) la atinente a aquellos proyectos u obras que aún no han obtenido los permisos, concesiones, licencias o autorizaciones, esto es, que están en trámite; y (3) la de los proyectos, obras o actividades que iniciaron actividades con anterioridad a la expedición de la Ley 99 de 1993.
Frente a la primera situación, la Sala afirmó en la precitada sentencia que resulta lógico, como lo advierte el inciso 1º del artículo 38, que si con anterioridad a la expedición del decreto ya se habían expedido permisos, concesiones, licencias o autorizaciones, éstos puedan continuar. Ello se adecua a las prescripciones del artículo 117 de la Ley 99 de 1993 que prevé que “los permisos y licencias concedidos continuarán vigentes por el tiempo de su expedición”. 
En el segundo de los eventos, la Sala precisó que si los trámites tendientes a la obtención de la licencia o permiso se encuentran en curso, lo lógico es que se sigan rigiendo por las normas que se encontraban vigentes al momento de su iniciación y; frente a la tercera situación, relativa a que si se iniciaron los proyectos, obras o actividades con anterioridad a la vigencia de la Ley 99 de 1993, no requerirían licencia ambiental, la Sala afirmó que es razonable que las normas a aplicar deben ser las preexistentes y no las normas nuevas.
Está probado que el objeto social de la sociedad actora es: “La construcción de obras de ingeniería civil, adecuación de terrenos, tenencia, comercialización, compra venta y administración de proyectos y programas inmobiliarios…La comercialización de negocios de propiedad raíz, de construcción de obras de ingeniería civil y de parcelación de inmuebles …”
 y, que en el caso en estudio, se trató de un proyecto de construcción del CONJUNTO RESIDENCIAL CAMPESTRE SAN SEBASTIÁN DE LA CASTELLANA, ubicado en el municipio de El Retiro, Departamento de Antioquia.

El 3 de agosto de 1994 (folio 84), -día de la publicación del Decreto 1753 de 1994- los socios de CPL Propiedad Raíz y Cía. Ltda. solicitaron a CORNARE efectuar visita de estudio de factibilidad para la construcción del CONJUNTO RESIDENCIAL CAMPESTRE SAN SEBASTIÁN DE LA CASTELLANA. Se observa en el escrito lo siguiente: 

“Adjuntándole permiso de ubicación (factibilidad de uso del suelo) expedido por la Administración Municipal de El Retiro Antioquia y plano del proyecto, atentamente nos permitimos solicitar, se faculte a quien le corresponda en la Corporación Autónoma Regional Rionegro-Nare CORNARE, para que efectué visita de estudio de factibilidad para la construcción del CONJUNTO RESIDENCIAL CAMPESTRE SAN SEBASTIÁN DE LA CASTELLANA, que tenemos proyectado adelantar en zona rural del municipio de El Retiro. Nos comprometemos a reunir los demás requisitos exigidos para este tipo de estudio y los que la Corporación solicite una vez emitido su concepto.”     

Asimismo, los Informes Técnicos N° 003432 de octubre 13 de 1994
 y No. 4187 de 15 de mayo de 1995
, suscritos por funcionarios de CORNARE, dan cuenta de que la sociedad actora realizó actividades tales como aprovechamiento forestal, apertura de vía y movilización de madera, sin tener en cuenta que se trata de un área declarada reserva especial, la cual requería autorización de la entidad demandada para iniciar dichas actividades, lo que conllevó a que ésta le recomendara a la actora suspender dichas actividades hasta tanto no conseguir la licencia ambiental respectiva. 
En efecto, el proyecto de construcción del mencionado conjunto residencial se encuentra ubicado en una zona rural del municipio de El Retiro, la cual tiene una connotación especial por tratarse de una zona de reserva, tal y como se desprende del Acuerdo 19 de 2 de noviembre de 1990 y las Resoluciones 1326 de 9 de mayo de 1991 y 33 de 19 de julio de 1994, proferidas por la Junta Directiva de CORNARE, el Jefe del Departamento Nacional de Planeación y por el Presidente de la Junta Directiva y el Secretario del Instituto Colombiano de la Reforma Agraria –INCORA-
 respectivamente.

En la parte considerativa de la Resolución 1326 de 9 de mayo de 1991, CORNARE precisó lo siguiente: 

“Que la cuenca alta del río Negro produce el agua de consumo humano e industrial para los municipios de La Ceja, El Retiro, La Unión; Guarne, Marinilla, El Santuario, San Vicente, Rionegro, El Carmen de Viboral y cerca del cincuenta por ciento (50%) del agua de consumo para la ciudad de Medellín; igualmente produce el agua para la generación hidroeléctrica en los embalses de Guatapé – El Peñol, Punchiná y Playas. Producción que se genera a partir de la cota 2.200 mts. de altitud.

Que como resultado de los diferentes estudios realizados en la región, concluye que la cuenca alta del río Negro, está siendo sometida continuamente al deterioro de los recursos agua, suelos y bosques para ampliar la frontera agrícola, la localización de áreas urbanas y la proliferación de parcelaciones y fincas de recreo.

Que por lo anterior, se hace necesario emprender acciones de protección, reglamentación y manejo de esta zona y para lo cual el Código de Recursos Naturales Renovables y del Medio Ambiente, como norma general que es, entre otras figuras contempla la Áreas de Manejo Especial.”
Por su parte, el artículo 1º de la Resolución 33 de 19 de julio de 1994 “por la cual se constituye una reserva especial sobre una porción de terreno que hace parte del predio de mayor extensión denominado SAN SEBASTIÁN LA CASTELLANA, ubicado en jurisdicción de los municipios de ENVIGADO Y EL RETIRO, en el Departamento de ANTIOQUIA, con destino a la conservación de áreas forestales protectoras” dispuso:

“ARTÍCULO PRIMERO.- Constituir a favor del municipio de El Retiro, Departamento de Antioquia, una reserva especial sobre un lote de terreno que se identifica a continuación y que hace parte de uno de mayor extensión denominado SAN SEBASTIAN LA CASTELLANA, ubicado en jurisdicción de los municipios de ENVIGADO y EL RETIRO, en el Departamento de ANTIOQUIA, con un área de 199-7916 hectáreas, alinderado así: (…).”
El artículo 2º de la resolución citada estableció lo siguiente:

“ARTICULO SEGUNDO.- El municipio de El Retiro queda obligado a la conservación de las zonas que por esta resolución se reservan protegiendo en forma integral los recursos naturales renovables así como las zonas protectoras de las corrientes de agua y sus nacimientos.”
Así las cosas y teniendo en cuenta que desde el 2 de febrero de 1990 mediante el Acuerdo 19, se constituyó una reserva de especial protección en el municipio de El Retiro y, que posteriormente mediante la Resolución 33 de 19 de julio de 1994 se constituyó una reserva especial sobre una porción de terreno que hace parte del predio de mayor extensión denominado SAN SEBASTIAN LA CASTELLANA; es claro para la Sala que la ejecución de obras o el desarrollo de cualquier actividad que pueda producir deterioro grave a los recursos naturales renovables o al medio ambiente de dicha zona, requerían de una licencia ambiental de conformidad con lo previsto en el artículo 49 de la Ley 99 de 1993 anteriormente transcrito.
Si bien es cierto que el artículo 38 del Decreto 1753 de 1994 “por el cual se reglamentan parcialmente los Títulos VII y XII de la Ley 99 de 1993 sobre licencias ambientales”, estableció un régimen de transición respecto de los proyectos, obras o actividades que con anterioridad a la expedición de la Ley 99 de 1993 iniciaron actuaciones, en el sentido de que éstas no requerirían licencia ambiental; también es cierto que en el caso presente, las pruebas demuestran que la obra o construcción del proyecto, se encuentra ubicado en una zona constituida reserva de especial protección y que para el 3 de agosto de 1994, fecha en que la sociedad actora le solicitó a la entidad demandada efectuar el estudio de factibilidad para la construcción del mismo, ya se habían realizado las actividades de aprovechamiento forestal, apertura de vía y movilización de madera sin ningún tipo de autorización. No podía mediante un decreto reglamentario eximirse estas obras del requisito de la licencia ambiental, como en efecto lo advirtió CORNARE a la actora en los informes técnicos.
Por lo anterior, la Sala confirmará la sentencia proferida por el a quo, en tanto afirmó que la licencia ambiental era un requisito para la ejecución de la construcción del Conjunto Campestre San Sebastián de la Castellana, de conformidad con la Ley 99 de 1993. 

Por lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
FALLA:

Primero. REVÓCANSE los numerales 2º y 3º de la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Antioquia y, en su lugar, DENIÉGANSE las pretensiones de la demanda, respecto de la sanción impuesta por la entidad demandada a la actora.
Segundo. CONFÍRMASE en lo demás la sentencia de primera instancia en cuanto a la declaratoria parcial de nulidad de los actos administrativos demandados, por la sanción impuesta a la sociedad actora con desconocimiento al debido proceso y derecho de audiencias.
Tercero. En firme esta providencia, devuélvase el expediente al Tribunal de origen. 

Cópiese, notifíquese y cúmplase.

Se deja constancia de que la anterior sentencia fue discutida y aprobada por la Sala en la sesión de la fecha. 
MARCO ANTONIO VELILLA MORENO 
  MARIA ELIZABETH GARCIA GONZALEZ
Presidente

   MARÍA CLAUDIA ROJAS LASSO  

GUILLERMO VARGAS AYALA 
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